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PREFACIO

María Amparo Casar y Guadalupe González



Todo libro tiene una identidad propia, incluso una obra colectiva como ésta, manufactura de varios autores que se acercan a un mismo problema desde distintas trincheras profesionales, ópticas disciplinarias y porciones de la historia de México. Lo particular de este libro es precisamente el enfoque multidisciplinario y plural con el que un grupo de académicos e intelectuales mexicanos aceptaron la invitación para analizar las grandes transformaciones de México en el último siglo, bajo el pretexto de que la conmemoración del Centenario ofrecía la oportunidad de hacer el reconocimiento de los muchos acontecimientos que marcaron el siglo y de pasarlos por la balanza de la mirada de especialistas dispuestos a escribir para un público amplio.

Dos rasgos dotan al libro de una identidad propia y singular: la intención explícita de hacer un juicio crítico de la historia nacional y el diálogo con el sur de América Latina. El propósito central de esta obra es, en primer lugar, hacer una revisión del pasado reciente mexicano como tarea indispensable para la construcción, imaginaria y real, del futuro deseable y posible de cara al Centenario que viene. En segundo lugar, nos mueve el tender puentes con otras latitudes semejantes a la nuestra. De aquí que esta obra forme parte de una colección de libros análogos que abordan las experiencias de otros tres países latinoamericanos —Argentina Chile, Colombia— que, al igual que México, conmemoran doscientos años de vida independiente. En todos los casos, la colección ofrece interpretaciones críticas al pasado y reflexiones creativas sobre el futuro, lo que permite hacer una lectura cruzada de la experiencia mexicana con la de otros países latinoamericanos. Nada más oportuno para un país anclado en el norte de América Latina pero acostumbrado a pensar sobre sí mismo sin preguntarse lo que sucede fuera de sus fronteras.

La reflexión de los ensayos de interpretación histórica del libro se centra en seis ejes temáticos que constituyen el núcleo de los grandes problemas nacionales y de la agenda pendiente: política, economía, sociedad, relaciones internacionales, justicia y seguridad, y pensamiento y cultura. Se trata de mirar el bosque nacional para identificar, en pinceladas gruesas, las transformaciones y claroscuros de México a lo largo de un siglo que inicia con las promesas e incertidumbres de una revolución social y cierra con las promesas e incertidumbre del cambio democrático.

Los ensayos están orientados a responder a un conjunto de interrogantes en cada una de las esferas de la vida nacional que abordan: ¿dónde se encontraba México en 1910?, ¿cuáles eran las aspiraciones de la diversidad de actores nacionales?, ¿a dónde querían llegar?, ¿en dónde se encuentra el país en 2010?, ¿cuál es el balance del siglo y la relación de logros y fracasos? En sus ensayos, los autores reflexionan sobre el contenido de las distintas visiones del proyecto nacional a lo largo del periodo y se lanzan a la tarea de identificar los protagonistas —individuales o colectivos— de la trama nacional, sus intereses, preferencias, acciones, estrategias y alianzas. Existe la intención expresa de hacer un balance evitando la tentación maniquea de hacer un registro de héroes y villanos.

Dado que el eje de la obra es la idea de un juicio analítico del pasado reciente, en los ensayos se hace un esfuerzo por incluir indicadores y datos relevantes que permitan confrontar el registro de logros y avances con el listado de fracasos y retrocesos. Con base en este balance, los autores ofrecen su visión de la agenda de problemas pendientes o asuntos no resueltos que el país enfrenta a doscientos años de su independencia y cien de su revolución. Un segundo hilo conductor de los ensayos es la reflexión sobre las razones o las claves para entender los éxitos y fracasos: ¿Es la calidad de los liderazgos políticos y económicos el motor de los vaivenes del siglo? ¿Son las instituciones del régimen político? ¿La cultura y los atavismos del pensamiento mexicano? ¿Cuál es el peso de la estructura económica y la desigualdad social? ¿Qué papel desempeña en el siglo XX mexicano la relación con el mundo y el factótum de la vecindad con Estados Unidos?

Por último, los ensayos aportan, desde perspectivas disciplinarias diferentes, elementos para una comprensión crítica e informada de los momentos de quiebre así como de las continuidades en la historia del país entre 1910 y 2010. Cada esfera de la vida nacional que se analiza, sigue la lógica de su propio devenir, de forma tal que en la obra no hay la camisa de fuerza de una misma periodicidad ni un mismo tipo de explicación dominante. La forma en la que en el libro se logra anudar la pluralidad de vertientes de análisis y la riqueza de miradas de los seis capítulos temáticos que lo conforman es a través de un prólogo breve que sintetiza lo esencial del siglo XX mexicano.

La coordinación y realización de esta obra fue posible gracias al apoyo del Centro de Investigación y Docencia Económicas y al aporte de la Fundación Grupo Vidanta. También agradecemos la colaboración de la Fundación Carolina y de la Fundación Democracia y Desarrollo. Nuestra gratitud a todos los colegas que contribuyeron con ideas y críticas puntuales al proyecto general y los manuscritos de este libro.



Ciudad de México, mayo de 2010
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PRÓLOGO

Fernando Escalante Gonzalbo



Ciudad Juárez, 1911. A la izquierda de la fotografía puede verse un grupo de revolucionarios mexicanos: ropa blanca, enormes sombreros, rifles, cananas, en una aglomeración más o menos confusa. Al lado derecho, gente dispersa que parece estar paseando, señoritas con sombrilla, otras sentadas mirando distraídamente lo que sucede del otro lado: podrían ser personajes de una novela de Henry James. Entre los dos grupos, cruzando la imagen en diagonal, el río Bravo. Es un cuadro típico, una postal para turistas, de principio de siglo en México. Acaso sea también mucho más que eso.

Si se piensa un poco, no parece trivial que —como dice Guadalupe González— el ciclo del régimen revolucionario mexicano haya coincidido casi exactamente con el auge de los Estados Unidos como potencia global. Por diferentes razones hemos querido pensar, de un lado y otro de la frontera, que la cercanía física es un hecho casi insignificante, pura geografía y por eso insignificante, y que la vecindad no interviene, salvo en algún detalle, en la explicación de lo que somos. Pero tal vez nos equivocamos en ambos lados.

Seguramente, como ha dicho Roger Bartra, el carácter mexicano sólo tiene una existencia literaria y mitológica, existe fundamentalmente en los libros, en algunos discursos. No obstante, si se piensa en las instituciones, en el régimen político y el sistema económico como conjunto, sí hay un perfil reconocible del país en el siglo XX. No obedece al carácter nacional ni a la sicología del mexicano, sino a factores más pedestres, menos espirituales, como la estructura de clase, el arreglo institucional, la vecindad de Estados Unidos o el proyecto político del régimen revolucionario. Y se caracteriza fundamentalmente por su ambigüedad.

En eso coincide la imagen que ofrecen todos los ensayos reunidos en este volumen, cualquiera que sea el tema. Un régimen autoritario, pero moderado; industrialización, pero con un mercado reducido y poca competitividad; política exterior independiente, pero rígida y de vía estrecha; reforma agraria, pero un campo escasamente productivo que no es una alternativa real al empleo urbano; urbanización, alfabetización, salud pública, infraestructura, también dispersión de la población, educación de mala calidad, corrupción, cuarenta millones en el umbral de la pobreza. Todo parece igualmente incompleto, insuficiente, mediocre, dudoso, difícil de juzgar. No enteramente descartable, tampoco para inspirar optimismo.

Para la mirada más frecuente, esa ambigüedad significa fundamentalmente atraso: el país entero se antoja hecho a medias, todavía no del todo moderno, todavía no cabalmente democrático, todavía no civil, igualitario, liberal. Todavía no, porque lo impiden inercias corporativas, patrimoniales, oligopólicas, autoritarias, vicios, residuos que según el ánimo se adjudican al siglo pasado o al anterior. No obstante, en cuanto se mira con un poco de atención, resulta que los que hoy aparecen como obstáculos fueron antes apoyo, soporte, incluso motor del desarrollo o del pluralismo, de la democratización. Y podría ser, digámoslo tentativamente, que esa irremediable ambigüedad —ese sistema de contradicciones— fuera uno de los ejes de la revolución institucionalizada.

Sí llama la atención que, a pesar de todas sus diferencias, a pesar de que el juicio general sea tibio y más bien problemático, el ánimo de las élites a cien años de la Revolución sea tan uniforme y tan uniformemente sombrío. Según Francisco Suárez Dávila, “el modelo de desarrollo económico está agotado y es ahora ineficaz”; en un tono parecido, José Ramón Cossío habla del “agotamiento del modelo imperante de impartición de justicia”; Guadalupe González ve al país “a la deriva”, con una política exterior que “carece de una visión de conjunto”; María Amparo Casar señala graves “asignaturas pendientes” porque “bien visto, se hizo una reforma política pero no una reforma del poder”, y “la transición a la democracia y la alternancia pusieron en evidencia un abanico de vicios que se resisten a morir”.

Da la impresión de que el país atravesase, a principios del nuevo siglo, una crisis equiparable a la de los años veinte y treinta, donde casi todo estaba por definirse en la economía, en la política, en el orden institucional y en la vida pública. Se echa de menos el entusiasmo, que fue acaso el rasgo más característico de esos años formativos del régimen revolucionario, la energía creativa de José Vasconcelos, Manuel Gómez Morin, Alfonso Reyes, José Clemente Orozco, Jorge Cuesta, Martín Luis Guzmán, Silvestre Revueltas, Mariano Azuela, Vicente Lombardo Toledano, Diego Rivera, la de los jóvenes de entonces, como Daniel Cosío Villegas y Octavio Paz.

Superpuestas la historia política, la historia económica, la historia social, tal como aparecen en los ensayos que siguen, la trayectoria del país es relativamente fácil de entender y no admite muchas discusiones. Comienza el siglo, tras los festejos del Centenario, con un breve episodio violento, entre 1913 y 1917, que sobre todo destruye el aparato administrativo del Estado y el sistema financiero del país; sigue una década de reconstrucción institucional que culmina inaugurando un largo periodo de expansión económica y estabilidad política, con un fuerte acento redistributivo en los primeros años y un mayor interés por el crecimiento después: industrialización, inversión en infraestructura, intensa urbanización, hasta 1970; a continuación, una década larga de crisis y ajustes, porque van desapareciendo los recursos legales, políticos, institucionales, económicos, del antiguo orden. Termina el siglo con un profundo desacuerdo entre las élites: con una economía abierta, liberalizada y desregulada, que no ha dado los frutos que prometía el modelo; con un sistema político democrático mucho más plural, con elecciones competidas y alternancia en el poder, pero con una polarización que se antoja difícil de superar.

Visto con alguna distancia no es más que uno de los tantos proyectos de desarrollo del siglo XX; más o menos fallido, como todos los demás, y cuyo curso obedece a la economía global: dos o tres décadas de expansión, de industrialización protegida, después de la Segunda Guerra Mundial, una intensa crisis en los años setenta, y un muy problemático acomodo al modelo neoliberal. Aparte de eso, México ha ofrecido siempre un surtido repertorio de imágenes al folclore del atraso y la autenticidad, de Pancho Villa a Frida Kahlo o el subcomandante Marcos. De México, como dice Mauricio Tenorio, en el resto del mundo se esperan sobre todo representaciones de la violencia, relatos como los de John Kenneth Turner, John Reed, Vicente Blasco-Ibáñez, Evelyn Waugh; de un primitivismo vagamente melancólico, como en Stuart Chase; o intensamente sexual, como en D. H. Lawrence. También esa otra vida imaginaria del país tiene su historia, también comienza con el entusiasmo de los textos de Frank Tannembaum y termina en la turbia monotonía de la nota roja de los periódicos y las películas de gángsters; también tiene su apogeo, acaso su momento de mayor altura a mediados de siglo, con Malcolm Lowry, en Bajo el volcán.

No tendría sentido tratar de resumir uno por uno los textos reunidos a continuación; sí creo que vale la pena, en cambio, subrayar las dos o tres ideas que forman, por decirlo así, el eje de argumentación del conjunto y que ofrecen una clave general de interpretación del siglo XX mexicano.

En primer lugar, llama la atención que, aparte de la guerra cristera, haya habido relativamente poca violencia política después de 1917. La Constitución estableció un régimen revolucionario, en la práctica un régimen de partido único durante décadas, pero nunca se llegó ni remotamente a los niveles de violencia de la Revolución soviética. No hubo tampoco una persecución de la disidencia equiparable a la de los países de Europa del Este. Por otra parte, fue también un régimen nacionalista en la retórica, en la legislación y en la práctica, y de un nacionalismo bastante beligerante en algunos aspectos; no obstante, nunca fue ni de lejos lo que fueron el fascismo italiano, el nazismo o el franquismo triunfante. México tuvo un siglo XX relativamente pacífico, no sólo en comparación con el resto de América Latina, sino en comparación con Europa también.

No es fácil de explicar. No obstante, parece razonable suponer que algo tenga que ver con el hecho de que la Revolución mexicana haya sido una revolución sin doctrina, cuyo programa se hizo sobre la marcha, como un recurso de integración. No para eliminar, sino para sumar. Algo tiene que ver con el hecho de que los ideales fuesen postulados por quienes tenían también la responsabilidad de gobernar, y que los ideales y las leyes fuesen pensados como recursos para la tarea de gobernar.

La transformación de la sociedad fue una tarea larga, lenta, sinuosa, encomendada en lo fundamental al Poder Legislativo. Su modelo, sin embargo, fue la ley del 6 de enero de 1915, con la que, en medio de la guerra civil, Carranza decretó el reparto agrario: amplias facultades al Poder Ejecutivo, varios recursos de justificación y la afirmación básica de que la necesidad engendra derechos. En la práctica, además, la reforma agraria fue simultáneamente un mecanismo de redistribución del ingreso y un recurso de integración política, porque cada nueva dotación de tierras implicaba la formación de un ejido, con un comisariado de bienes ejidales y una vinculación práctica con el Estado.

El régimen de la Revolución mexicana fue un régimen contradictorio por definición, no por accidente. Se propuso dos tareas: la reforma agraria y la industrialización. El reparto de la tierra, para que fuese de quien la trabaja, y el desarrollo de la industria, mediante sistemas de subsidios que favoreciesen la inversión y que abaratasen la mano de obra urbana, es decir, que trasladasen el excedente del campo a las ciudades. El resultado ha sido contradictorio y no es para extrañarse. En la segunda mitad del siglo XX hubo un intenso proceso de urbanización: más del setenta y cinco por ciento de la población vive hoy en localidades urbanas y hay ya, en la última década del siglo, regiones en el centro y sur del territorio que se van despoblando. No obstante, no ha dejado de aumentar el número de localidades censales y más del veinte por ciento de la población económicamente activa está en el sector primario, que aporta menos del tres por ciento del producto nacional.

En otros terrenos la dinámica es similar. Se pueden hacer muchas bromas al respecto, pero el último nombre del partido oficial, Partido Revolucionario Institucional, captura muy bien la naturaleza del régimen.

Resumo todo lo posible: prácticamente todos los éxitos del régimen se convirtieron en problemas. El éxito del reparto agrario ha desembocado en la fragmentación de la propiedad rural y la baja productividad del campo mexicano. El éxito de las políticas de industrialización se ha traducido en el crecimiento de un pequeño conjunto de ciudades desproporcionadas, inequitativas, inseguras. El éxito de las políticas de salud muy pronto se convirtió en el problema de la “explosión demográfica”, que ha lastrado el desarrollo del país por décadas. El éxito en la integración política mediante la creación de corporaciones —sindicales, agrarias, burocráticas, empresariales— ha resultado en un sistema fundamentalmente oligárquico y reaccionario. Los recursos que han propiciado la gobernabilidad y la estabilidad del régimen posrevolucionario, resultan ser los principales obstáculos para la vigencia de un Estado de derecho moderno, democrático y liberal.

En los años ochenta se trató de dar un giro radical, se quiso imponer un nuevo proyecto que en la economía se justificase por más empleo y mayores ingresos, más productividad; que en política se legitimase democráticamente a partir de los votos; que socialmente se justificase como un impulso de modernización. En la práctica, ha producido un incremento exponencial de la informalidad económica y un incremento de la desigualdad no visto en tres generaciones, con una economía estancada y un régimen político que no inspira entusiasmo a nadie. En el escenario internacional, el lugar que tuvo México en los años treinta y cuarenta del siglo pasado, cuando era un término de referencia, se ha perdido por completo: la política exterior del país no es significativa ni siquiera en términos regionales.

Es la historia que cuentan todos los ensayos que siguen a continuación: la de una revolución triunfante, paradójicamente moderada, progresista y justiciera, que se hace en nombre del campo para beneficiar a las ciudades, que se hace en nombre de la democracia y se disuelve en la democracia, una revolución nacionalista que negocia sus límites con los Estados Unidos. Si se mide por lo que prometió o lo que se propuso, un doloroso fracaso en casi todo; si se compara con los demás regímenes del primer tercio del siglo XX, con el resto de los países en desarrollo, un caso raro de estabilidad y crecimiento sin dictaduras, un caso raro de redistribución del ingreso sin altos niveles de violencia política: un éxito.

Es difícil juzgar el siglo XX mexicano. Más todavía, tratar de conjeturar lo que significa la integración de América del Norte: exportaciones, industria, narcotráfico, emigración, informalidad, contrabando, democratización. Vale la pena leer la historia paso a paso, mirarla en cada uno de sus aspectos, pensarla de nuevo. Eso hay en lo que sigue: paradójica, contradictoria, incómoda, la historia del siglo XX en México, la historia del auge y la decadencia de la Revolución mexicana.
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CIEN AÑOS DE POLÍTICA

María Amparo Casar



DISCLAIMER

¿Cómo juzgar cien años de historia política?



Si se tratara de un juicio —el juicio del siglo— podría presentarse el caso desde la perspectiva del fiscal o desde la del abogado defensor. Podría hacerse un alegato para convencer al lector de lo mucho que la política mexicana ha cambiado, pero también otro para demostrar que esencialmente sigue siendo la misma. Podría hacerse una apología o construir una condena; listar hechos y razones para documentar el optimismo o datos y reflexiones para fundamentar el escepticismo.

Pero no. No puedo hacer un juicio porque no encuentro al inculpado, porque no hay fiscal virtual que clame por su responsabilidad ni defensor posible que arguya su inocencia, porque no hay jurado que pueda dictar sentencia: exoneración y libertad o condena a cumplir y reparación del daño a resarcir. En cien años de historia siempre hay dualidades: transformaciones y continuidades, variaciones y constantes, avances y retrocesos. Al final lo que hay es la esperanza de aprender de la historia —de los hechos y procesos— con una idea de futuro.

Los juicios de la historia son tan inevitables como temporales, subjetivos y parciales. Por más que se apoyen en el recuento de datos históricos comprobables no son ajenos al humor del momento, ni a los intereses ni a las expectativas; tampoco a los anhelos. Tienen un sustrato en los hechos pero no pueden apartarse de valores fundamentales.

Como tengo que optar, de todos los estándares posibles para juzgar el pasado escojo el de la evaluación formativa. Me inclino por un juicio con valor pedagógico; un juicio guiado por la convicción de que tiene sentido confrontar el pasado para cambiar el futuro. Litigar el pasado para hacer justicia a un futuro mejor.

En consecuencia, en este ensayo mi pretensión no es otra que usar la oportunidad para reflexionar sobre lo que los constructores del régimen posrevolucionario aprendieron de la historia de su Centenario (1810-1910) y lo que se puede aprender de la historia del nuestro (1910-2010). Queda al lector el juicio del siglo recordando que un siglo no es nada en términos de la historia pero lo es todo en la historia nacional, de las generaciones encerradas en ese tiempo.

LA PROMESA DEMOCRÁTICA

Un siglo ha pasado desde el estallido de una revolución que comenzó con un slogan político pero que se recuerda por su contenido social. La Revolución la inician “los excluidos del poder”. Aquellos que pensaban que ya era hora de repartir y compartir el poder, de abrir las decisiones de la política a la ciudadanía a través de la vía electoral. Tiempo después del manifiesto político del Plan de San Luis se les unen los “excluidos del progreso”, las masas de obreros y campesinos que nutrieron de hombres y demandas la etapa armada de la Revolución.

En términos políticos la Revolución tuvo dos productos que por desgracia no guardaron relación: una constitución republicana, democrática y federalista y un régimen rayano en el autoritarismo.

La Constitución de 1917 como fruto del pacto revolucionario fue una reforma a la de 1857 donde ya se encontraban inscritos los principios de una forma republicana y democrática del poder. La novedad de la de 1917 fue su contenido social. Pero políticamente el resultado de esa Constitución fue el mismo que el de la anterior. Los gobernantes encontraron siempre la justificación para o bien gobernar al margen de ella o bien dejarla sin efecto a través de argucias legaloides y mecanismos dignos del ingenio político mexicano.

Con todas sus deficiencias, las promesas sociales se atendieron antes y mejor que las políticas. Se repartieron tierras, se otorgaron derechos a los trabajadores, se expandió la clase media, se hizo realidad la instrucción pública laica, gratuita y obligatoria, se creó un sistema de salud, se construyeron carreteras, se electrificó el país, se impulsó la industria, se crearon las principales instituciones económicas.

En cambio, la promesa política de la Revolución se hizo a un lado. El legado político de la Revolución no fue el prometido. El sufragio efectivo no fue tal en ningún sentido significativo de la palabra. La política durante la Revolución no pasó por las urnas. Después de la lucha armada tampoco. El sufragio efectivo quedó cancelado ante los golpes militares, los cacicazgos, el fraude, la falta de opciones, el control de las elecciones. La no reelección aplicó a las personas dentro de un solo instituto político. La promesa política de la Revolución se cumpliría casi cien años después.

Como todo episodio revolucionario, la Revolución destruyó y construyó. Destruyó un régimen político que Madero definió en La sucesión presidencial en 1910 (1908) como un “régimen de poder absoluto” consistente en “el dominio de un hombre sin más ley que su voluntad, sin más límites que los que pueda imponerle su conciencia o su conveniencia…”. Un régimen ajeno a la Constitución de 1857 y las leyes. Un régimen que concentró el poder en un puñado de personas con visión modernizadora y que fue eficaz.

En su momento, el de Porfirio Díaz fue un régimen verdaderamente revolucionario con grandes aciertos: unificó al Estado, fortaleció las finanzas públicas, conectó al país a través de la estructura ferroviaria, estableció un sistema financiero, creó infraestructura, impulsó el proceso de industrialización y convirtió a México en un país confiable para la inversión extranjera.

Sus omisiones fueron tan grandes como sus acciones. En el plano económico y social, la más grave de ellas fue olvidar el campo y abandonar a su población que sumaba el 80% de los mexicanos. En el México de principios de siglo los indicadores sociales eran desastrosos. El analfabetismo afectaba al 80% de la población, la esperanza de vida era de 30.5 años, la mortalidad infantil alcanzaba a 335 de cada mil niños nacidos vivos, los sistemas de instrucción y salud pública eran inexistentes.

En el plano político su mayor error fue la inmovilidad, el no haber ampliado los cauces de participación para la clase media que se había expandido como consecuencia de los logros económicos del propio porfiriato.

Destruir el régimen porfirista resultó mucho más fácil que construir uno nuevo. La derrota de Díaz había sido un propósito común, un vínculo de unidad. No había mayores compromisos que hacer. Después de la Revolución todo serían compromisos: con los jefes y caudillos, con los gobernadores y caciques, con los obreros y campesinos, con los empresarios, con la Iglesia y el vecino del norte.

La tarea era monumental: reconstruir la economía, crear un nuevo régimen político y atender las demandas sociales. La tarea, compleja de suyo, se hacía aún más difícil en tanto que al final de la Revolución el país estaba literalmente destruido y la hacienda pública quebrada. Cómo y a quién cobrarle impuestos, con qué comenzar a cumplir las demandas sociales, cómo concitar la confianza de los inversionistas nacionales y extranjeros, cómo desmovilizar a los grupos armados, cómo encauzarlos en una institucionalidad que estaba por definirse, cómo lograr el reconocimiento del exterior. Éstos eran apenas algunos de los problemas más urgentes que enfrentar.

Una vez en el poder, Madero se propuso construir un régimen democrático después de 30 años de autoritarismo y en un contexto ya agitado por el inicio de la lucha armada y la división de los revolucionarios. Siete años después, Carranza intentó lo mismo: construir un régimen democrático basado en la Constitución de 1917 en un ambiente en que se había pretendido decretar la paz pero que seguía convulsionado y en el que no se había logrado un mínimo de unidad. Ambos fracasaron. La aspiración democrática quedaría enterrada por más de seis décadas.

Teóricamente, el fundamento del Estado posrevolucionario quedó encerrado en la Constitución de 1917. En realidad, el Estado posrevolucionario tuvo su origen en las alianzas políticas (facciones revolucionarias) y compromisos sociales (sectores medios y populares) pactados a raíz de la Revolución.

A diferencia de lo que ocurrió en Estados Unidos, donde desde su promulgación y hasta nuestros días la Constitución marcó el derrotero de la política, en México ni el régimen ni la política misma fueron producto de su Constitución. Se fueron configurando a través de la práctica, de las necesidades y compromisos del momento; no a través de lo que establecía la ley. Por eso no deja de sorprender que a lo largo del siglo XX y todavía hoy pueda documentarse un empeño perdurable y sistemático de modificar la ley como camino para transformar al país.

La Constitución mexicana se diseñó, se pactó, se firmó y se juramentó pero no fue el sustento del régimen político salvo cuando se necesitaba invocarla como la fuente de legitimación de cualquier decisión. En esta ocasión, la política se hizo si no en contra, sí al margen de ella.

Los constituyentes de 1917 buscaron instaurar un gobierno limitado no solamente a través del establecimiento de las garantías individuales y sociales, sino también mediante la instauración de los principios de separación y el equilibrio de los poderes. En contraste con este diseño institucional, los gobernantes buscaron concentrar el poder. Constituyentes y gobernantes respondían a lógicas distintas: la primera dictada por aspiraciones; la segunda por la necesidad, la sed de poder y, más tarde, por la voluntad de reproducir un sistema que servía a sus intereses. Este sistema, además, probó ser un marco efectivo para perseguir los objetivos de estabilidad y crecimiento.

La historia demostraría que sería la voluntad de los políticos la que prevalecería. Inmediatamente después de la Revolución de 1917 construyeron un andamiaje político extraordinario que, sin contravenir formalmente el proyecto político liberal de la Constitución, logró pervertirlo. La perversión consistió en anular en la práctica casi todos los principios que definían el arreglo institucional plasmado en la Constitución mexicana como un sistema presidencial democrático y con ello la posibilidad de establecer un gobierno limitado.

Así, la Constitución estableció un federalismo que nunca operó, una división de poderes que fue inhabilitada, una representación política que terminó en monopolio, unos límites que constantemente fueron rebasados, una responsabilidad política que fue suspendida y una participación ciudadana que fue contenida en la voluntad organizadora del Estado.

No por ello el régimen político fue menos eficaz, ni menos apreciado ni más combatido. Pasada la Revolución, la mayoría de las demandas de la población se concentraban en lo social, no en lo político. Se ansiaba la inclusión social no la inclusión política, se demandaba ser partícipe del progreso, no de la toma de decisiones.

Después de la Revolución volvió a construirse un régimen de corte autoritario pero de distinta naturaleza que su predecesor. Entre otros, tuvo el atributo de establecer una paz todavía más duradera, el doble de duradera que la del porfiriato. Un régimen político que la mayoría de los países de América Latina envidiaron por su estabilidad y larga duración. Fue un régimen estable, nacionalista, incluyente, legítimo y legitimado, con apoyo popular y reconocido en el ámbito internacional.

Fue también un régimen contradictorio. Su ideología fue revolucionaria pero su realidad pactista; fue nacionalista pero dependiente del vecino del norte, fue estatista pero pro-empresarial, fue agrarista pero industrializador, fue institucional pero personalista, fue populista pero rentista, reformista pero conservador. Fue, sobre todo, un régimen tremendamente flexible y con gran capacidad de adaptación al acontecer nacional e internacional.

LAS LECCIONES DEL PASADO

Hoy se dice, con razón, que el cuento del crecimiento y desarrollo de México no fue fruto de la Revolución. Que nuestra historia económica y social hubiese sido muy parecida con o sin ese episodio. Que los otros países de América Latina no padecieron una revolución social como la nuestra y no fueron ni son muy distintos al nuestro en términos de su desarrollo económico.

Lo que no es un mito es que de la Revolución surgió un régimen político sui géneris que logró una estabilidad nunca antes experimentada y que distinguió a México de prácticamente cualquier otro país de América Latina. La Revolución tuvo sin duda un legado político. No el prometido ni el pretendido pero sí uno que se construyó a partir de una lectura informada y en muchos sentidos acertada de los cien años de historia del México independiente.

Las lecciones políticas aprendidas por los triunfadores de la Revolución fueron muchas. Lecciones extraídas de la convulsionada historia del siglo XIX, del porfiriato y también de los primeros gobiernos de la Revolución: Madero, Carranza, Obregón. Otras más fueron aprendiéndose en el proceso de construcción a través del método de ensayo y error. Lecciones que no quedaron en mero conocimiento o diagnóstico sino que fueron puestas en práctica. Lecciones que dieron cauce a la estabilidad que por más de un siglo había sido elusiva; que resolvieron el enigma de la anarquía y la inestabilidad. No se volverían a cometer los mismos errores políticos que en el pasado.

Fue a partir de estas lecciones que se construyó el sistema político mexicano posrevolucionario. Si las vamos rastreando, iremos viendo cómo se fue configurando el sistema político mexicano.



Primera lección



Al leer la historia independiente de México, los revolucionarios triunfantes encontraron que todos los experimentos democráticos habían fallado. Que uno tras otro, incluidos los de Madero y Carranza, se estrellaban contra la realidad. Si las razones de su fracaso eran las esgrimidas por Rabasa en La Constitución y la dictadura —condiciones materiales y experiencias históricas que según él fueron conformando el carácter y temperamento del mexicano— era irrelevante. Lo cierto es que la realidad estaba ahí para demostrarlo: apostar a la democracia no era una buena idea.

Por ello, quizá la primera lección aprendida fue la “necesidad” de abandonar las recurrentes tentaciones/ilusiones/pretensiones democráticas pero sin abandonar, como dijera Molina Enríquez, “el sistema de legislación política […] que hemos hecho cristalizar en nuestra Constitución Federal y en las constituciones particulares de nuestros estados”.

La siguiente frase condensa de manera premonitoria y precisa el tipo de régimen que se construiría después de la Revolución:



… dentro de esas misma constituciones, hay que dar a nuestro sistemas de gobierno, la única forma en que ellos pueden llenar su función, concediéndoles a la vez las facultades plenamente legales que de ellas se desprenden y las facultades discrecionales complementarias que son y serán por mucho tiempo indispensables.



Y sigue: “Nuestros gobernantes… deberán tener facultades dictatoriales, con tanta mayor razón, cuanto que todos los trabajos de constituir a nuestra patria definitivamente, pueden producir trastornos interiores que será indispensable sofocar…”

Esta reflexión fue seguida al pie de la letra. Uno tras otro de los gobernantes accedieron al poder a través de los mecanismos marcados por la Constitución. Más aún, uno tras otro de los gobernantes gobernaron, fundamentalmente, al amparo de la Constitución. Desde un punto de vista formal sólo excepcionalmente la Constitución fue violada. El quid estuvo, desde luego, en que junto a “las facultades plenamente legales” los gobernantes se hicieron de otras discrecionales. Se inauguró entonces una época en la que sin violar la Constitución se anulaban sus principios. Esta operación daría como resultado la llamada gobernabilidad autoritaria: eficaz pero estructuralmente antidemocrática.

La distancia entre la teoría constitucional y la práctica o realidad política no sólo era reconocida sino justificada con base en el desempeño y la ausencia de alternativas, dada la estructura social y económica de México. Esta aceptación fue tan generalizada que bien entrados los años sesenta todavía muchos académicos —nacionales y extranjeros— seguían justificando esta situación. No con la claridad con que lo hiciera 50 años antes Molina Enríquez, pero sí con la misma convicción.

Vaya como botón de muestra la siguiente reflexión de Pablo González Casanova incluida en La Democracia en México (1966):



el respeto al equilibrio de poderes habría sido respeto a las conspiraciones de una sociedad semifeudal, el respeto a los partidos habría sido respeto a los caciques militares…; respetar el sistema de contrapesos y balances habría equivalido a tolerar los caciques y caudillos regionales y respetar el municipio libre a tolerar la libertad de los caciques locales.



Más aún, la peculiaridad del régimen político, su flexibilidad y su amplia legitimidad fueron tales que durante décadas y a pesar de la evidencia, hubo una resistencia a describirlo como autoritario optándose mejor por adjetivarlo como una “democracia en desarrollo”, una “versión peculiar de democracia”, una “sociedad plural estable”, una “democracia de partido único” o, en el peor de los casos, un “autoritarismo liberal”.

Justificaciones aparte, México consiguió un régimen estable y durable sustentado en un sistema político altamente institucionalizado. Un sistema en el que convivían de manera cómoda una Constitución democrática y una sucesión de gobiernos no democráticos. De aquí que México no encajara en las definiciones de un sistema democrático pero tampoco en las de uno típicamente autoritario.

Lo único que no podía regateársele eran sus sellos de legitimidad y estabilidad. Y esto no sólo por su perdurabilidad sino, quizá más importante, también por los relativamente bajos niveles de conflicto y por su contención, la mayoría de las veces, dentro de los límites institucionales.

Las tentaciones/ilusiones/pretensiones democráticas fueron entonces sustituidas por una sola tentación: la de la estabilidad. Y ésta fue lograda. Los años que los jefes de gobierno han permanecido en el cargo, el número de elecciones regulares y sin interrupción o los años de orden constitucional continuo, dan una imagen fiel de qué tan estables son los regímenes. En cada uno de estos indicadores México destaca. Mientras que en la historia del siglo XX de América Latina se registran más de una treintena de golpes de Estado, la historia posrevolucionaria de México ocurrió sin una sola ruptura del orden constitucional, sin la suspensión de derechos civiles y políticos y sin la interrupción de los mandatos presidenciales.



Segunda lección



La necesidad de dar solución duradera al problema de la sucesión y, junto con ella, la de reglamentar el reparto del poder político.

En más de cien años México no pudo resolver la transmisión pacífica del poder de un partido o facción a otro de manera pacífica y de acuerdo con lo que establecía la Constitución. La lucha por el poder casi nunca se dirimía en las urnas. Las pocas veces en que esto ocurrió los vencidos recurrían a las armas para derrocar a los vencedores.

El propio Molina Enríquez identificó el problema y la solución de la sucesión. Después de argumentar en favor del otorgamiento de facultades discrecionales y aun dictatoriales, añadía: “pero por supuesto que el carácter dictatorial de nuestros gobiernos, deberá referirse a sus facultades de acción, no a la continuidad ni a la condición de las personas que esos gobiernos encarnen…”

También esta lección fue aprendida y la solución encontrada sería una de las bases de la estabilidad. No fue una solución inamovible o única. Se fue adaptando a las condiciones cambiantes del país. El objetivo fue siempre el mismo: para el presidente, establecer un límite temporal; para los demás cargos, la rotación alrededor de la denominada familia revolucionaria.

El vehículo para operar la sucesión presidencial y la rotación de los cargos de elección popular fue el partido oficial pero los mecanismos fueron cambiando y perfeccionándose en el tiempo.

El partido oficial respondió, inicialmente, a la necesidad de congregar en una organización a todos aquellos que habían participado en la(s) causa(s) revolucionaria(s) y en razón de ello se sentían con “derechos de gobierno”, o que detentaban poder regional y estaban dispuestos a entrar al redil revolucionario.

Su diseño original tuvo un éxito nada despreciable pero relativo. Logró unificar a la mayoría de estas dos categorías alrededor de un candidato que recibió el 93% de la votación. La solución se reveló duradera. A partir de ese momento las elecciones se celebraron regularmente. Los siguientes ocho presidentes surgieron del partido oficial, obtuvieron entre el 75% y el 98% de los sufragios y todos terminaron el periodo para el que fueron electos.

La subordinación de los caciques regionales lo mismo que la desaparición de facciones rivales en las cámaras del Congreso debieron esperar. Para 1930 el Partido Nacional Revolucionario (PNR) era todavía una organización poco sofisticada si la comparamos con su configuración posterior.

El vehículo y los medios para operar la sucesión y el reparto de los cargos políticos se fueron transformando. El PNR pasó de ser una confederación de partidos a ser un instituto político encargado de formar cuadros, de dirimir diferencias, de organizar a las masas, de seleccionar candidatos, de ganar elecciones.

Los medios también se transformaron y, de acuerdo con las necesidades del momento, se privilegiaron unos instrumentos sobre otros. Inicialmente, los más favorecidos fueron el fraude electoral y la restricción forzada, incluso violenta, de opciones y candidatos alternos. Más tarde se echó mano de la ingeniería electoral y se creó un sistema no competitivo que, en el marco de elecciones legales, aseguraba el triunfo a los candidatos del sistema. Así, los revolucionarios encontraron la cuadratura al círculo: mantener el principio de la elección popular al mismo tiempo que desvirtuarla. Otra vez la regla de oro: violentar los principios que subyacen a la ley sin violar la norma.

En materia electoral se encontraría la fórmula para validar formalmente el principio de elección popular inscrito en la Constitución, pero adulterarlo a través de la práctica política.

Detrás de la competencia electoral como medio para la obtención del poder subyace un acuerdo básico: la garantía de que los vencedores no utilizarán su superioridad para privar a los perdedores de la posibilidad de acceder a un cargo y ejercer influencia en el futuro. A cambio de esta posibilidad, los perdedores temporales se obligan a respetar el derecho que los ganadores tienen para tomar decisiones vinculantes. Esta máxima democrática se aplicó solamente al interior del partido que agrupaba a la “familia revolucionaria”. Nada más.



Tercera lección



La necesidad de desmilitarizar la política o despolitizar el poder militar, ambas caras de una misma moneda. La historia mexicana del primer siglo y los años revolucionarios dan fe de dos fenómenos. Por una parte, de que el uso político de la institución militar acababa por crear más problemas de los que resolvía. Por la otra, de que la falta de institucionalización del establecimiento militar promovía o al menos hacía poco costosas las defecciones. A este último fenómeno iba aparejada la proclividad a la división del ejército para unirse a uno u otro bando político y así zanjar la lucha por el poder.

Si estos dos fenómenos definieron al Ejército mexicano durante la mayor parte del siglo XIX a ellos se agregó en la Revolución la multiplicación de ejércitos populares, milicias, divisiones o simplemente jefes militares que, al final, se sentían siempre con el “derecho a gobernar” y, peor aún, a movilizar a su tropa en caso de cualquier inconformidad con el reparto del poder.

Al finalizar la etapa armada los dos fenómenos se conjuntaban. Por una parte, los jefes de las distintas fracciones revolucionarias se sentían acreedores a ser parte de la élite gobernante. Por la otra, los miembros del Ejército constitucionalista transformado en Ejército “regular” constituían una masa potencialmente disponible para jefes que, decepcionados por el reparto del poder, se levantaban en armas.

La desmilitarización de la política no se llevó a cabo de golpe. De 1917 y hasta los años cuarenta se ensayaron y combinaron distintos métodos: la profesionalización del ejército, la rotación de mandos militares (en particular los jefes de las zonas militares) para impedir que sentaran raíces y generaran lealtades y redes de poder en territorios específicos, la jubilación o retiro temprano de no pocos mandos militares acompañada de la dotación de recursos económicos o de facilidades para su transformación en empresarios, la inclusión institucionalizada del ejército dentro del partido oficial y la reducción del presupuesto militar.

Para 1946, fecha en la que accedió al poder el primer presidente civil después de la Revolución, el problema de la intervención del ejército en la política estaba básicamente resuelto. Las razones del éxito de la desmilitarización de la política no son evidentes. Menos lo son que desde entonces el ejército se haya mantenido unido, aceptando la preeminencia de lo civil y manteniendo la lealtad a las instituciones.

En todo caso, la estabilidad del régimen no puede explicarse sin un ejército unido y disciplinado que, efectivamente, dejó de reclamar el derecho a gobernar directamente y se retiró de las disputas y contiendas por el poder. Tampoco puede explicarse sin el hecho de que se ha mantenido leal a la institución presidencial y sin ninguna pretensión de exceder las funciones establecidas. Creo, sin embargo, que un factor determinante de esta fortuna fue que hasta el año 2000 el ejército nunca se vio obligado a optar entre la lealtad al partido surgido de la Revolución y la lealtad al presidente de la República. Cuando la identidad entre Estado, gobierno y partido dejó de existir, el ejército había ya alcanzado tal grado de institucionalización que el peligro de un retorno de los militares a la política se había desvanecido.

La desmilitarización de la política no significó que las fuerzas armadas no jugaran un papel fundamental en el desarrollo político del México posrevolucionario. Simplemente salieron de la disputa por el poder.

El ejército siguió siendo importante en el escenario político nacional. Fue indispensable en la solución de los siempre presentes conflictos rurales, de las disputas electorales a nivel municipal, de las pretensiones políticas y la indisciplina ocasional de los gobernadores, de las amenazas provenientes de organizaciones y movimientos sociales que se resistían a encuadrarse en los estrechos márgenes que el sistema procuraba.

También jugó un papel importante de salvamento y solidaridad con “el pueblo”. Las brigadas militares fueron la cara amable, eficiente y salvadora del gobierno en todo tipo de desastres naturales o provocados por la negligencia o impericia humana: inundaciones e incendios, terremotos y epidemias, accidentes y sequías. De aquí el aprecio que la ciudadanía siente por el ejército, la institución mejor evaluada de todo el país.



Cuarta lección



La necesidad de mantener al clero alejado de la política. Las leyes de desamortización de bienes habían dado un fuerte golpe a la Iglesia católica al terminar con el “latifundismo eclesiástico” y al secularizar instituciones como el registro de nacimientos y defunciones o el matrimonio pero, después de tocar piso, su influencia política fue creciendo lenta pero sistemáticamente, en particular en el ámbito educativo.

La Iglesia católica volvió a sentirse amenazada con la Revolución para después encontrar un modus vivendi que excluyó el radicalismo anticlerical del callismo y el radicalismo eclesiástico de los grupos católicos que insistían en luchar contra el Estado laico y mantener espacios que permitieran no sólo la influencia sino la participación política abierta del clero (“ligueros”, “acejotaemeros” y cristeros).

Aunque el principio del laicismo fue la fórmula encontrada para mantener a la Iglesia católica a raya, no puede esconderse que mucho hubo de simulación y tolerancia. La historia posrevolucionaria registra el crecimiento de órdenes religiosas, de organismos católicos con influencia política, de publicaciones periódicas, de educación religiosa y del uso del púlpito con fines políticos. Con todo, la participación política de la Iglesia en México no puede compararse ni en forma ni en fondo con la de otros países en América Latina.



Quinta lección



La necesidad de centralizar el poder. El porfiriato fue “ejemplar” en materia de concentración y centralización del poder y a ello se atribuía, en buena medida, la paz y estabilidad de ese régimen y consecuentemente las condiciones para impulsar el crecimiento. Este rasgo del régimen permaneció inalterado.

Nada parecido a un federalismo genuino era practicable en los años que siguieron a la promulgación de la Constitución de 1917. No había entonces ni una autoridad central reconocida, ni una administración pública con capacidad de gobernar en el ámbito nacional ni tampoco entidades federativas —mucho menos municipios— capaces de asumir las facultades que les asignaba la Constitución. La Revolución destruyó la estructura porfirista de poder y junto con ella la unidad del país. El resultado inmediato de tal devastación no fue el establecimiento de una nueva autoridad central, sino la dispersión del poder entre diferentes facciones revolucionarias y fuerzas regionales encarnadas, por lo general, en el gobernador, el comandante de zona o los caciques locales que tenían sus propias redes de poder: fracciones del ejército, milicias populares, partidos u organizaciones de trabajadores o campesinos. En esas condiciones, la autoridad central con frecuencia caía rehén de intereses locales y se veía obligada a negociar con ellos.

Al terminar la etapa armada de la Revolución, el objetivo de la reconstrucción nacional demandaba la regeneración de una hegemonía política sobre un país fracturado políticamente y dominado por caciques regionales capaces de constituir una amenaza a la nueva y precaria autoridad central. El “mosaico de feudos revolucionarios semiautónomos” amenazaba al gobierno central de muchas formas y sus recursos de poder debían ser restringidos si había de establecerse una autoridad nacional.

El establecimiento del centro como autoridad nacional era sin duda una necesidad, pero no tenía por qué implicar la anulación del federalismo. Ocurrió así, no sólo por efecto de las circunstancias que reinaban —la existencia de feudos, la importancia de los militares, un vasto país con grandes diferencias de desarrollo y una infraestructura de comunicación muy pobre— sino también de los objetivos perseguidos y las estrategias adoptadas. El proceso de reconstrucción política y el establecimiento de un centro único de autoridad involucraron construcción de alianzas, creación de instituciones y represión directa (exterminación política y física); los medios fueron legales, militares, políticos y económicos. En este proceso se sacrificó al federalismo; el resultado fue una república nominalmente federal con un ejercicio del poder absolutamente centralizado y con poco o nulo respeto por la autonomía de los gobiernos estatales y municipales. Para cuando se alcanzaron las condiciones para restablecer el federalismo, el sistema político había creado tantos intereses a su alrededor y la estabilidad se había establecido con tal firmeza que muy pocos mostraron interés en insistir con el tema del centralismo.



Sexta lección



La necesidad de controlar a las clases populares y convertirlas en un pilar de apoyo al régimen.

Si la Revolución inició como un movimiento político, pronto se transformó en uno de carácter social. Los principios políticos de la Revolución, pasaron inmediatamente a un segundo plano para dejar su lugar a los principios sociales. Apenas comenzada la Revolución, el slogan de “sufragio efectivo no reelección” fue sustituido por el de “la tierra es de quien la trabaja”, el “fin del latifundismo” o, incluso, “los obreros al poder”.

El porfiriato olvidó o reprimió a los trabajadores del campo y la ciudad. La Revolución los movilizó e incorporó sus demandas —más que nada en el papel— pero las organizaciones que los agrupaban siguieron dispersas y poniéndose al servicio de diferentes grupos políticos que según el tiempo y la circunstancia buscaban echar mano de su apoyo. El gobierno de Cárdenas decidió dar un paso más: atraer y mantener su adhesión no a un grupo político o a un personaje sino al régimen. La operación implicó unificar a las organizaciones existentes o crear nuevas ahí donde no las había, incluirlas en la política e incorporarlas al progreso económico. Con su organización e inclusión política se lograba el apoyo al régimen; con su incorporación al progreso se conseguía ampliar el mercado interno y con ello el avance del proyecto industrializador.

Es lo que se conoció como el corporativismo de Estado, un sistema de organización en el que el gobierno otorga el monopolio de la representación y la interlocución a un conjunto de organizaciones a cambio de que ellas observen ciertos controles sobre la selección de liderazgos y la articulación de demandas. Dicho de otra manera, se creó un mercado de bienes políticos y económicos entre el Estado y las organizaciones populares. Las mercancías ofrecidas por las organizaciones y que el Estado estaba dispuesto a adquirir eran votos, movilizaciones de apoyo y control de los agremiados y sus demandas. El precio a pagar por ellas eran mejores condiciones de trabajo, prestaciones sociales por encima de las establecidas en las leyes y una tajada de los puestos de poder político para los líderes de las organizaciones.

Los trabajadores sindicalizados, en especial los de las empresas estatales, se convirtieron en una elite dentro de la clase trabajadora con salarios y prestaciones siempre por encima de la media nacional. Sus líderes pasaron a formar parte de la burocracia política y desde entonces entraron al reparto del poder.



Séptima lección



La necesidad de mantener a Estados Unidos como aliado. A pesar de la épica contenida en los episodios de enfrentamiento con el vecino del norte, resultaba claro a los revolucionarios que enfrentarse con los norteamericanos no llevaba a nada bueno. La neutralización, si no la cooperación, de Estados Unidos era indispensable.

Como en otros ámbitos se recurrió al doble estándar. En este caso, plasmado en una retórica revolucionaria pero un manejo pragmático de la relación. La retórica mandaba un rechazo discursivo a Estados Unidos y la alimentación de un sentimiento antinorteamericano. La práctica dictaba un acercamiento que se traducía en el reforzamiento sistemático de los lazos económicos con el vecino. El acuerdo tácito era la no intervención abierta de Estados Unidos en los asuntos de política interna a cambio de la garantía de estabilidad dentro de los parámetros de un proyecto económico y social capitalista. Cada uno cumplió su parte.

Dado el valor estratégico de México para Estados Unidos, lo que importaba a esa nación era la gobernabilidad al sur de la frontera, no la forma de lograrla. De ahí que Estados Unidos no ejerciera presiones democratizadoras.



Octava lección



Esta última lección nos vuelve a la primera. La necesidad de un hombre fuerte capaz de imponer su voluntad sin mayores restricciones. Contrario a lo que se piensa, no se optó por darle poderes extraordinarios. Se incrementó su poder mas no sus poderes. Su principal restricción sería temporal.

A pesar de que la Constitución de 1917 estableció un sistema presidencial y dotó al Ejecutivo de poderes suficientes, esta institución no nació poderosa o, cuando menos, no tan poderosa como llegó a serlo décadas más tarde cuando el sistema político se consolidó. Para hacerse poderosa y central, tuvo que disputarse la cima de la jerarquía del poder y convertirse en el único e indisputable centro de poder autorizado.

En los años inmediatos a la Revolución, la jerarquía del poder no estaba claramente establecida en el ámbito nacional. El alcance del poder presidencial estaba limitado al menos por cuatro condiciones: a) la subsistencia de políticos locales que si bien reconocían la existencia formal de una autoridad nacional, gobernaban sus territorios sin ningún control por parte del centro; b) la precariedad de recursos fiscales y humanos que restringían las capacidades institucionales del Ejecutivo para hacerse obedecer; c) los caudillos revolucionarios —todavía con tropa a su cargo— que se reservaban el derecho a “competir” por el poder a través de las armas o, al menos, a revelarse contra la autoridad al menor conflicto; d) la dispersión del apoyo político y social que estaba fraccionado o se encontraba desorganizado.

Cada una de estas condiciones suponía un reto si el objetivo era establecer a la presidencia como la autoridad indisputable e indisputada. De este modo, el ascenso de la presidencia tiene que ver con la exitosa pugna por controlar y subordinar a las redes de poder que sobrevivieron a la era porfiriana, a las que habían sido creadas en el periodo revolucionario y a las que emergieron gradualmente a medida que México se desarrollaba y se convertía en una entidad política más institucionalizada.

UNA HISTORIA DE TRANSFORMACIONES

Todas estas lecciones estuvieron en la base de la construcción del sistema político mexicano y fueron claves en su estabilidad. Pero sus mecanismos correctivos no fueron producto de un diseño o de un pacto fundacional. Se fueron encontrando sobre la marcha y modificando de acuerdo con las circunstancias.

En la construcción del régimen político posrevolucionario con su eje de poder en la presidencia pueden identificarse tres etapas. La primera arranca con el pacto constitucional y el diseño de un Ejecutivo fuerte. Se despojó entonces a la Constitución de 1857 de los rasgos parlamentarios que en opinión de algunos habían estado en la base de la debilidad de los presidentes de la segunda mitad del siglo XIX y de su constante alejamiento de la norma. La segunda abarca el periodo de lucha de poder para establecer la primacía de la presidencia y su disociación del poder personal de los caudillos individuales. La tercera etapa engloba los procesos que condujeron a que la presidencia pudiera controlar la totalidad de la esfera política y amplias esferas de la vida económica y social.

En términos de resultados, la primera fase estructuró, o más bien confirmó, la forma presidencial de gobierno; la segunda situó al Ejecutivo en la cúspide de la jerarquía y la tercera redistribuyó el poder efectivo en favor de la presidencia y en detrimento de otras instituciones políticas y de la sociedad en su conjunto.

Este último momento no corresponde a un evento particular en la historia política mexicana, sino más bien a un proceso a través del cual las fuentes de poder de la presidencia se cimentaron, construyeron y transformaron. La presidencia se convirtió entonces en el centro de diversas estructuras de poder, impidiendo el desarrollo equilibrado de otras instituciones políticas y agrupaciones sociales y dando lugar a un presidencialismo desenfrenado o, como se llamó posteriormente, a una forma de hiperpresidencialismo. En esta última etapa, el Ejecutivo colonizó gradualmente cada una de las instituciones establecidas para limitar su poder, hasta que los principios de división de poderes y los pesos y contrapesos quedaron anulados en la práctica.

El Ejecutivo logró constituirse en el centro de numerosas redes políticas existentes no sólo mediante el uso (y en ocasiones abuso) de sus prerrogativas constitucionales, sino principalmente mediante la colonización de las instituciones políticas diseñadas para compartir y hacer contrapeso al poder presidencial. Al colonizarlas, se estableció el dominio y el control del Ejecutivo sobre la vida política y se redujo drásticamente o de plano se eliminó la posibilidad de que estas instituciones y organizaciones contuvieran el poder de la presidencia. Con ello se creó lo que llamo un gobierno unitario, un gobierno en el que se da una redistribución de poder hacia el Ejecutivo en franco detrimento del resto de las instituciones políticas.

La colonización de estas instituciones por parte de la institución presidencial tuvo dos caras. Una cara formal o legal y otra informal o de hecho. La primera se fue forjando a través de cambios a la Constitución y a las leyes. La segunda, a través de prácticas políticas sin sustento legal pero que terminaron por hacer rentable a los distintos actores políticos subordinarse al poder presidencial.



Los cimientos del régimen y la construcción de la
gobernabilidad autoritaria



Pieza clave en la construcción de un régimen capaz de mantener el poder por décadas fue la creación del Partido Nacional Revolucionario (PNR) en 1929. Ese momento simboliza el punto de arranque de la institucionalización de la política. El PNR tuvo como propósitos iniciales la unificación de los líderes y caciques regionales formados en el proceso revolucionario en torno a un solo proyecto de nación y la creación de un espacio político al interior del cual pudieran dirimirse la disputa por el poder y su reparto.

El experimento duró nueve años y su principal logro fue haber conseguido un pacto entre las élites políticas, incluidos los líderes de las organizaciones agrarias y obreras.

Pero la solución que dio el PNR tenía mucho de precaria. Dependía de métodos violentos, fraude, conformación de coaliciones y negociaciones permanentes, de arreglos y tratos que necesitaban renovarse constantemente. La fragmentación del poder seguía siendo una realidad. Se dio entonces un paso más en la construcción del sistema político. Los partidos y asociaciones políticas que hasta entonces habían formado parte del PNR fueron disueltos y sus miembros quedarían afiliados individualmente. Su disolución se consideró necesaria pues hasta entonces la disciplina y los mecanismos de control habían resultado insuficientes y las ligas entre movimientos populares y partidos locales habían obstruido el fortalecimiento del gobierno central y el establecimiento de programas nacionales.

Con esta reforma las fuerzas locales perdieron parte de su poder. A ella se agregó la no reelección legislativa inmediata que no sólo propiciaba la circulación de élites sino que impedía el arraigo del poder político local y quitaba de manos de los gobernadores u hombres fuertes el patronazgo político.

Resulta difícil determinar si los promotores de esta iniciativa estaban conscientes de las implicaciones políticas de esta reforma, pero a la postre resultó ser uno de los factores fundamentales en el fortalecimiento del Ejecutivo al evitar la constitución de grupos permanentes y poderosos capaces de construir bases electorales propias e independientes.

No todo fue ingeniería política para el reparto del poder. En los años veinte y principios de los treinta, el proceso de establecimiento de la presidencia como autoridad central fue acompañado por la ampliación de las capacidades económicas y administrativas del Ejecutivo que buscaba racionalizar y hacer más efectiva la tarea de la gobernabilidad. Durante esos años se fueron creando las instituciones que darían sustento a un Estado nacional: el Banco de México, el de Crédito Rural, el de Obras y Servicios Públicos, el de Obras Públicas, la Comisión de Caminos y la Comisión de Irrigación. Al tiempo que se fortalecieron las finanzas públicas con la introducción del impuesto sobre la renta se promovió desde entonces una política de industrialización.

El último desafío que enfrentó la institucionalización política —lo que años antes Calles había llamado de manera exagerada el paso de un país de hombres a uno de instituciones— fue el de la diarquía de poder que se creó a partir del asesinato de Obregón en 1928. El hombre que había resistido a la tentación de quedarse al frente de la nación a la muerte de Obregón y creador del partido político que unificaría a los revolucionarios, sucumbió a la de mantener el poder real, a ceder la investidura presidencial pero mantener el derecho a mandar. Lo hizo de manera exitosa hasta el ascenso de Cárdenas a la presidencia. La solución a este último gran desafío culminó en favor de la institución presidencial. Los mecanismos que se pusieron en juego para su resolución se convertirían en instituciones y prácticas políticas permanentes que en adelante definirían al régimen. Pasada la experiencia callista, se hacía todavía más evidente la necesidad de que la subordinación —ya fuera de los estados, del ejército o de las organizaciones sociales— trascendiera las lealtades personales y se convirtiera en una característica institucional del sistema.

La afirmación del poder presidencial como autoridad nacional se estableció no con base en el respeto a la Constitución sino con base en el control de toda fuerza política que pretendiera alguna autonomía. Los instrumentos para lograrlo incluyeron el cese de funcionarios, legisladores, gobernadores o mandos militares que se indisciplinaran y la subordinación de todos los poderes formales.

Para romper el dominio de Calles, Cárdenas usó sus derechos constitucionales y mecanismos políticos de control. Su combinación, según lo exigieran las circunstancias, sería otra de las características que perdurarían y que se convertirían en distintivas del sistema político mexicano.

En cuanto a los primeros, utilizó el poder para destituir gobernadores y legisladores, nombrar sustitutos, anular elecciones y expropiar propiedad privada. Los medios políticos incluyeron la rotación de los comandantes de zona, el fraude electoral y la promoción de grupos políticos rivales con cargo al erario. Todas estas herramientas incrementaron la influencia de Cárdenas sobre el ámbito político local y lo ayudaron a destruir los bastiones callistas.

Pero su estrategia más importante fue crear nuevas fuentes y bases de apoyo para sí mismo, para el partido y para el gobierno en un contexto en el que la política social se contraía y en el que crecía la percepción de corrupción, de traición a las demandas revolucionarias y de identificación del callismo con los intereses de la oligarquía.

Para enfrentar al grupo hegemónico callista, Cárdenas se apoyó en lo único que ellos no dominaban: las organizaciones populares. De este modo promovió que se unificaran, crecieran y se organizaran en el ámbito nacional, para después incorporarlas al partido. Con ello debilitó a los gobernadores y caciques que habían basado su poder en la movilización de organizaciones populares. Con la concentración de los recursos financieros, legales y de organización, aunados a la voluntad de utilizarlos para poner en marcha un programa de política social inédito hasta entonces, Cárdenas no sólo ganó la batalla contra Calles, sino que también logró imponer el poder del centro sobre las regiones.

Para cuando el periodo de Cárdenas llegó a su fin, las “grandes figuras políticas”, que habían desempeñado un papel importante en la Revolución y reconstrucción del régimen, virtualmente habían desaparecido. Había terminado la era de los generales y de los caciques con sus bastiones regionales.

De entonces datan muchas de las características y prácticas autoritarias que caracterizarían en las décadas por venir al sistema político mexicano. Características y prácticas que no se cuestionarían porque acomodaban a casi todos. La concentración del poder y el uso de instrumentos absolutamente ajenos a cualquier concepto democrático estaban puestos al servicio de objetivos que nadie se atrevía a poner en tela de juicio. Importaban los fines no los medios. Mientras los fines revolucionarios fueran el leitmotiv no había acción que cuestionar.

La presidencia de Cárdenas se recuerda por muchos motivos: el nacionalismo expresado en la expropiación petrolera y en el principio de autodeterminación de los pueblos, el populismo articulado en la política de masas, el agrarismo ostentado en el reparto de tierras, el estatismo exhibido en la intervención directa del Estado en la economía, el proteccionismo manifestado en los mecanismos que impulsaban el desarrollo de la industria nacional resguardándola de la competencia internacional. Todos estos “ismos” pasarían a formar el sustrato esencial de la ideología de la Revolución mexicana. Muchos años después comenzarían a identificarse como obstáculos al desarrollo político y económico.

Políticamente, Cárdenas pasa a la historia como la figura que logró poner a la presidencia en la cima del poder y que apuntaló al régimen con el apoyo popular que le daría sustento y legitimidad política. Un apoyo no sólo discursivo ni solamente sustentado en programas que irían poco a poco satisfaciendo las demandas de las clases populares sino en un andamio orgánico, institucionalizado a través de su organización corporativa, militancia activa, afiliación masiva e inclusión en el reparto de puestos políticos. Con Cárdenas llega a su cúspide la llamada “voluntad organizadora del Estado” acompañada de la instauración de la “república del subsidio”.

Si Calles unificó a todos los partidos nacionales, regionales y locales en uno solo, Cárdenas unificó a las distintas organizaciones campesinas, obreras y populares en centrales casi únicas a las cuales se otorgó el monopolio de la representación, participación e interlocución, el derecho y la obligación de ser parte del sistema. En adelante las negociaciones se harían con las cúpulas de las organizaciones a las que se había investido con suficiencia de recursos y de autoridad para negociar hacia abajo con sus bases y hacia arriba con el gobierno.

La unificación de las organizaciones populares facilitaba la negociación y administración de sus demandas. Ahora había que transformarlas en una fuerza política del y para el régimen de la Revolución, en realidad, en una fuerza política que además de dar legitimidad y apoyo al régimen no estuviese disponible en el mercado político para aventuras “contrarrevolucionarias” o experimentos democráticos. Con base en esta idea se planeó la transformación del PNR en un partido corporativo, el Partido de la Revolución Mexicana (PRM).

Desde su fundación se estableció que las organizaciones afiliadas a los sectores del partido se comprometían a no embarcarse en acciones político-electorales más que a través del PNR y de acuerdo con las decisiones de sus órganos centrales. La nueva organización del partido probó rápidamente su utilidad: en la selección de candidato a la presidencia y en las propias elecciones de 1940, los sectores del partido resultaron determinantes.

Todo esto, desde luego, envuelto en una retórica democrática que ni por asomo tenía sustento alguno en la realidad. Desde entonces se dio por confundir la democracia con la inclusión, la participación con la movilización y el sindicalismo y agrarismo con la formación de élites de dirigentes obreros y campesinos. La idea de una democracia con basamento en los ciudadanos se esfumó.

No importaba. La democracia no era más que la demanda de algunos pocos y la política pasaba sólo marginalmente por las elecciones o por el Congreso. La política se comenzó a hacer en y desde la casa presidencial.

A la única otra fuerza organizada de la sociedad, los empresarios, se les dejó fuera del partido. Pero sus reparos a lo que entonces era visto como el radicalismo cardenista no fueron reprimidos. Las organizaciones de industriales y comerciantes creadas durante el gobierno de Carranza se volvieron obligatorias, se les dio la interlocución necesaria y con ello se garantizó su participación por cauces institucionales y legales. En algún sentido se aplicaba la misma receta que a las organizaciones populares: participación moderada e institucionalizada a cambio de privilegios. La gran diferencia radicaba en el acuerdo tácito de su no participación en la política formal. Los empresarios quedarían circunscritos a la esfera privada y se establecerían mecanismos directos de comunicación e influencia entre el mundo político y el empresarial para que los intereses de estos últimos quedaran garantizados. Los bienes recibidos por ellos fueron lo suficientemente cuantiosos como para aceptar el trato: subsidios, permisos de importación, contratos gubernamentales, cierre de fronteras, infraestructura, control de los trabajadores y la indispensable estabilidad política como precondición para que las empresas florecieran.



La consolidación del régimen y el fin de las aspiraciones democráticas



Calles había buscado y encontrado la manera de unificar a los revolucionarios, crear un espacio para dirimir los conflictos de poder y hacer efectivo un pacto entre las élites políticas. Cárdenas había convertido al partido en un poderoso aparato de movilización de apoyos, control de las demandas y gestor de las mismas. Ambos hicieron su contribución a la construcción de un régimen cuyo sustento no era la legitimidad democrática sino la legitimidad revolucionaria, ideológica, social. La gran contribución de este último fue poner al partido al servicio del presidente en turno. No tanto despersonalizar el poder sino personalizarlo en una figura que no sería permanente. Por eso, cuando se habla de la institucionalización de la presidencia, en realidad de lo que se habla es de la concentración del poder político en las manos de su titular por un tiempo determinado. Puesto de otra manera, la institucionalización de la presidencia pasó a significar el derecho de su titular a tomar decisiones vinculantes durante su mandato. Un derecho casi irrestricto.

Durante el mandato de Calles —el formal y el extendido— la política y las políticas corrían, fundamentalmente, por fuera de las instituciones que la Constitución había establecido para su definición y operación. Buena parte de ellas corría también al margen del espacio creado para unificar a las fracciones revolucionarias y a todo aquel grupo que gozaba de poder local o regional. El poder se ejercía sin cuidar demasiado las formas republicanas, para no hablar de las democráticas. Aunque con diferencias palpables, lo mismo se puede decir de la política cardenista. Utilizando los poderes formales y reales que le daba su condición de titular del Ejecutivo, anuló o inhabilitó la división de poderes horizontal y vertical y el principio de pesos y contrapesos. Lo mismo retiró a mandos militares que destituyó a gobernadores, desaforó a legisladores o depuso a los integrantes de la Suprema Corte de Justicia. Otra cosa es que sus políticas recibieran apoyo o que los fines que perseguía se consideraran nobles.

La centralización y concentración del poder no fue más que la subordinación de los poderes formales y de los órdenes de gobierno a la presidencia tanto por métodos legales como ilegales. No se hizo otorgando más facultades constitucionales a la presidencia. Se hizo a través, ahora sí, de un diseño institucional, de una pieza de ingeniería política con objetivos claros: la ley electoral.

A pesar del éxito del PNR-PRM, el nuevo régimen seguía sufriendo de constantes defecciones. La mayoría provenientes de sus filas y la mayoría con motivo de la sucesión presidencial y el reparto de poder. El problema no era que algún presidente quisiera romper la regla de oro de la no reelección (la lección del obregonismo había sido aprendida); tampoco que alguno se quisiera mantener como el poder tras el trono (la lección del callismo también había sido internalizada), pero el síndrome del derecho a gobernar o de ser el elegido seguía presente, provocando una y otra vez rupturas costosas y movilizaciones que amenazaban tanto la institucionalidad como la estabilidad. El problema era, sobre todo, que constantemente se suscitaban desafíos y que la solución que se les daba siempre resultaba coyuntural.

Desde la primera elección presidencial en la que participó en 1929, y hasta 1952, el partido oficial tuvo que afrontar deserciones de uno o varios de sus miembros. Todas fueron controladas. En cada caso, el candidato oficial obtenía la victoria con un margen amplio: 93.5% en 1929, 98% en 1934, 93.8% en 1940, 78% en 1946 y 74% en 1952. Pero el costo era patente y la distracción de recursos también.

Había que crear una solución permanente, legítima y, de ser posible, legal; operar con medios más sofisticados y menos cuestionables. Entonces y esta vez sí a manera de diseño, se encontró la fórmula no para sofocar las defecciones y la indisciplina al interior de la familia revolucionaria sino para acabar con ellas y de paso con toda oposición que pudiese surgir de elementos contrarios a lo que ya entonces se llamaba el “oficialismo”.

Se puso en marcha entonces otra estrategia inteligente, exitosa y que a la postre resultó en más de 30 años de estabilidad política. Fue una estrategia en la que se mantuvo el principio de la inclusión, la organización corporativa y la satisfacción de demandas, pero acompañada de un instrumento invaluable tanto para evitar los desprendimientos como para asegurar la marcha tersa de los programas de gobierno.

No sólo se aseguraría la unidad en torno a un candidato, no sólo se garantizaría su triunfo en las urnas sino que, una vez electo, se daría al presidente en turno la oportunidad de llevar a cabo su programa sin la interferencia de mayores obstáculos. Las preguntas eran, primero, ¿cómo desincentivar las defecciones?, y segundo, ¿cómo lograr que los integrantes de los poderes formales se plegaran a la voluntad del presidente en turno? La llave maestra fue la ingeniería electoral. Quedaba claro que las elecciones como método de transmisión del mando no podían ser abandonadas —había que mantener una fachada democrática— pero sí operadas legalmente en favor del partido y su candidato. Quedaba claro también que no podía prescindirse de un Congreso, una Corte y unos poderes estatales que hicieran mínimamente creíble la ilusión democrática: había que mantenerlos pero someterlos.

Se diseñó entonces un traje a la medida con las costuras legales necesarias para proteger de la competencia al partido en el poder. Una ley que impedía a los pocos partidos de oposición crecer y consolidarse y que hacía muy costosa o de plano inviable la defección del partido en el poder. Tan costosa que cualquiera que quisiera salirse de las filas del oficialismo estuviera condenado al ostracismo, a quedar en la irrelevancia o a abandonar cualquier aspiración política.

La élite política juzgó correctamente las amenazas a las que se enfrentaba en el campo de las elecciones. La oposición no venía desde afuera. No había ninguna organización política que pudiera oponerse a las instituciones “revolucionarias” de reciente formación. La oposición emanaba, básicamente, del círculo interno del partido y de la burocracia, de aquellos que habían sido excluidos y formaban un partido para competir.

El diseño del sistema electoral consistió en el montaje de una estructura de acceso y distribución del poder altamente desigual que ponía en manos del Ejecutivo el control sobre las vías de acceso al poder: los competidores y las reglas del juego, el conteo de los votos y la validación de las elecciones.

Con la ley electoral no sólo se mantenía a raya a la oposición y se garantizaba el triunfo de los candidatos del PRI a los cargos de elección popular sino también se los sometía o ponía al servicio del presidente en turno. No habría vida política fuera de la órbita del presidente y el partido.

Una presidencia abrumadoramente poderosa requería no sólo de grandes mayorías para el partido del presidente en el Congreso y los gobiernos locales, sino de su disciplina y adhesión a las políticas del presidente. Este objetivo también se alcanzó de manera exitosa. Parte del entramado institucional consistió en hacer depender la carrera y futuro de los políticos del presidente en turno, quien tenía a su disposición una enorme nómina política y administrativa para repartir. En ausencia de reelección, del voto como mecanismo de asignación del poder, de una mínima democracia interna y de alternativas de salida, los incentivos para mantener la disciplina y lealtad estaban dados. Así, la misma característica que aseguró el carácter hegemónico del partido —la falta de competitividad en el sistema— sirvió simultáneamente para subordinarlo.

El partido oficial fue mucho más que un instrumento subordinado al presidente en turno y desde luego mucho más que un instrumento electoral. Fue la garantía de que sexenio tras sexenio pudiese haber continuidad. De que el paso de un presidente a otro, pero también de una administración a otra, de un Congreso a otro y de un gobierno local a otro ocurriesen sin sobresaltos. Se constituyó en algo parecido a lo que la literatura política norteamericana llama el “gobierno permanente”. Pero no sólo fue el espacio para dirimir los conflictos políticos, reclutar a la clase gobernante y operar el reparto del poder, fue también el articulador de una ideología camaleónica —al servicio del momento pero con un poderoso anclaje en el pasado— y de la organización social. Por eso no es correcto decir que el partido oficial articuló solamente la vida política nacional, sino la vida pública nacional. Unificó en un solo instituto el soporte electoral, político, social e ideológico del que hábil y pacientemente se dotó el régimen.

El resultado del sistema no fue una sucesión de gobiernos unificados producto de elecciones democráticas en las que los ciudadanos elegían a sus gobernantes y decidían dar al partido del presidente amplias mayorías en el Congreso y en los gobiernos locales, sino el establecimiento de gobiernos unitarios producto de un monopolio político logrado a través de la imposición de barreras a la entrada y sin riesgo de ser despojado de su mercado ante la falta de opciones para el consumidor.

Lo que hizo exitosamente el régimen construido después de la Revolución fue lo que todo régimen político está llamado a hacer: construir mecanismos de acceso al poder, de toma de decisiones y de resolución de conflictos. Lo hizo al margen de cualquier definición —aun la más estrecha— de democracia, pero al mismo tiempo lo hizo con una maestría que impidió que el orden constitucional fuese interrumpido y sin cargar las tintas hacia la represión.

El régimen presidencial no sólo se vio apuntalado por el firme control del Ejecutivo sobre la competencia política y por un partido hegemónico y disciplinado, sino también por una serie de arreglos y condiciones que resultaron ser conducentes a la reproducción del sistema: a) un consenso sobre la necesidad de un Ejecutivo fuerte, capaz de asumir la responsabilidad de obtener la doble meta de crecimiento y estabilidad; b) una economía en crecimiento que prestaba legitimidad al sistema y otorgaba al gobierno recursos suficientes para distribuir; c) un complejo sistema de intercambio cimentado en las instituciones corporativas y redes clientelares que incluían una amplia gama de prebendas materiales y simbólicas; d) un contexto internacional que ejercía poca o ninguna presión en cuanto a la forma de gobierno.

Todas ellas contribuyeron al exitoso desempeño, a la estabilidad y a la reproducción del sistema centrado en el presidente. Desde principios de los años setenta, pero aún más a lo largo de los ochenta, estas condiciones se alteraron dramáticamente, dejándole al sistema centrado en la presidencia exigencias cada vez mayores, pero con menos apoyo y menos recursos. Fueron entonces socavándose las diversas fuentes de poder del régimen presidencial mexicano, así como su legitimidad interna y externa. En realidad el deterioro del régimen surgido de la Revolución inicia cuando los dos pilares sobre los que se sustentó comenzaron a fracturarse: el crecimiento sostenido y el control sobre las vías de acceso y la distribución del poder. El círculo virtuoso entre economía y política llegó su fin.



Los cimientos de la transición y la construcción de la
gobernabilidad democrática



Hacia finales de los años sesenta la clase política pareció perder sensibilidad, flexibilidad y capacidad de cambio. Como en 1910, se enfrentó a su propio éxito. Los años de crecimiento habían ampliado sensiblemente a la clase media y ésta comenzó a sentirse asfixiada por un régimen que no permitía la participación y el acceso al poder más que por una sola vía que cometía excesos y se negaba a repartir y compartir el poder.

Junto a ella crecía el descontento de grupos obreros y campesinos disidentes que se sentían igualmente limitados por el control de sus organizaciones y su afiliación forzada al partido oficial, pero también el de los trabajadores a quienes no preocupaba tanto la exclusión política sino la falta de movilidad, el desempleo y la ausencia de oportunidades. El movimiento de 1968 marcaría el punto de inflexión. A diferencia de otras ocasiones el gobierno respondió no con apertura sino con cerrazón y represión. La década siguiente estaría plagada de movimientos obreros, campesinos, ciudadanos, urbanos, guerrilleros y sociales que se resistían a ser cooptados y que demandaban libertad de organización, cauces de participación y oportunidades. En nada ayudó la crisis económica. Por primera vez en décadas México dejó de crecer a tasas que permitían una enorme movilidad, los salarios se deterioraron, la moneda se devaluó, la deuda creció, el campo se vio imposibilitado para seguir subsidiando a las ciudades.

La república del subsidio llegaba a su fin. Los recursos no alcanzaban más para seguir manteniendo los privilegios y posponiendo las medidas necesarias para producir riqueza. La columna vertebral de la política parecía quebrarse: no había para seguir repartiendo. Entonces intervino la fortuna: se abrió el mercado internacional de capitales y México recurrió al endeudamiento con alegría. La decisión resultó una salida temporal que acabó por agravar las cosas. Una década después el auge petrolero volvió a dar un respiro. La maldición de los recursos fáciles —primero créditos y después petróleo— volvió a hacerse presente.

El movimiento de 1968 y las luchas de los setenta dieron su fruto: la clase política empujada por los movimientos sociales y políticos de todo cuño volvió al curso reformista que la había caracterizado y que por momentos parecía haberse perdido. La reforma política de 1978 abrió espacios. Aunque en retrospectiva aquella reforma puede juzgarse tímida, en su momento fue eficaz para distender los conflictos. Detuvo, casi de tajo, la insubordinación social. Tuvo el gran mérito de regresar la protesta a los cauces institucionales. Abrir un espacio para dirimir las disputas por el reparto del poder. El México bronco no despertó. Se inauguraría entonces un camino que duró 20 años antes de que el sistema pudiese presentarse ante la nación y ante la comunidad internacional como una democracia electoral.

De a poco se transitó al pluralismo político y con él a un sistema presidencial mucho más democrático y a un gobierno acotado. A un sistema en el que el jefe del Ejecutivo accede al poder por medios electorales aceptados y en una cancha nivelada, ejerce sus poderes conforme a derecho y puede ser limitado por las instituciones establecidas para ese propósito.

Después de casi 20 años de reformas, México accedió a una democracia electoral que aunque perfectible cubría por primera vez las condiciones de equidad que hacían posible pensar en la alternancia. Las elecciones intermedias de 1997 fueron un parteaguas. Por primera vez se presentó ese fenómeno tan común del gobierno dividido. Tres años después, la alternancia se concretó. La prueba de fuego fueron las elecciones del año 2000. El PRI perdió y aceptó su derrota. Fue la primera vez en 200 años que el poder de la presidencia pasó de manos de un partido a otro sin que ello implicara una revuelta.

La transición mexicana se diferenció de los procesos de cambio en otros países. No hubo una restauración —nunca fuimos democráticos—, tampoco una rebelión que suprimiera a un régimen autoritario —el pacifismo fue la nota—, tampoco nos vino del exterior —la hicimos sin intervención extranjera—, ni siquiera hubo una ruptura tajante con el pasado que arrojara del escenario a la élite política dominante —el PRI perdió la presidencia mas no el poder—. Pero como toda transición, la nuestra contó con reformadores de todos los bandos, unos moderados y otros radicales, unos continuistas y otros rupturistas, unos del gobierno y otros de la oposición. Para nuestra transición se acuñó el término de “transición votada” en oposición a “transición pactada”. Es cierto que nuestro proceso de cambio no fue resultado de un nuevo pacto constitucional en el que distintas fuerzas políticas se sentaron a la mesa para redactar una nueva constitución, pero si algo caracterizó a nuestra transición fueron una serie de pactos: acotados, limitados, pausados, graduales, pero pactos al fin. La gran diferencia es que esos pactos se concentraron en un solo aspecto de la política: el acceso al poder. El potencial transformador de haber democratizado el acceso al poder fue grande. Produjo un cambio en la distribución del poder político que a su vez desató muchos otros.

El sistema político de hoy en muy poco se parece al de hace 100, 50 o incluso 25 años. Los indicadores están ahí para quien quiera verlos. Hace 100, 50 o incluso 25 años las elecciones estaban predeterminadas. Hoy no hay manera de predecir quién será el próximo gobernante; la premisa de la democracia: “un ciudadano un voto” está establecida. Hace cien años no había un sistema de partidos, ni elecciones razonablemente justas y equitativas que permitieran la alternancia en todos los órdenes de gobierno. Hace 50 años el partido oficial tenía el monopolio absoluto del Senado y acaparaba el 96% de la Cámara de Diputados. Hace 25 años todavía tenía el 100% de los gobernadores y de los senadores y el 72% de los diputados. No había entonces una autoridad electoral sin participación del gobierno ni un tribunal autónomo encargado de dirimir las disputas electorales.

En posesión de la gran mayoría de los puestos de elección popular, las iniciativas del Ejecutivo se convertían en automático y sin necesidad de negociación al interior del Congreso en ley. Para eso estaba su maquinaria congresional. El presidente no tenía que inquietarse por las acciones de gobierno. Eran pocas las posibilidades de que se interpusiera una acción de inconstitucionalidad o una controversia. En todo caso sabía que no había que preocuparse por una Corte independiente o por un gobernador que manifestara abiertamente su desacuerdo, dejara de cooperar o, menos aún, desacatara una orden presidencial. No tenía que cuidarse de ser criticado, cuestionado o denunciado por una prensa y una radio y televisión libres. Tampoco de una Comisión de Derechos Humanos que señalara la violación de los mismos, de una Auditoría Superior que denunciara las irregularidades o de una ciudadanía con el derecho a acceder a todo tipo de información generada en cualquier dependencia. Con todas sus fallas e imperfecciones todos éstos son hoy contrapesos reales al presidente.

Esto no significa que el presidente no tuviera límites entonces y que con el cambio en la distribución del poder los comenzara a tener. Simplemente esos límites no provenían de las instituciones constitucionalmente establecidas para ponérselos. La diferencia es que al menos en el nivel federal, hoy el presidente se revela acotado por un triple frente: el institucional, el político y el social. Del lado institucional lo acotan sus prerrogativas y el ejercicio de las facultades de los otros poderes, órdenes de gobierno y órganos autónomos. Del lado político, una distribución del poder que lo obliga a negociar todo proyecto legislativo y buena parte de los administrativos. Del lado social, el fortalecimiento de los llamados poderes fácticos. Un fortalecimiento que se ha dado con el beneplácito cuando no con el contubernio de las autoridades.

La transición mexicana logró democratizar la esfera de lo político en lo que se refiere al acceso a los cargos de elección popular y a la pluralidad de los órganos de gobierno, pero no tuvo el mismo éxito en reducir la posición e influencia de ciertos grupos de poder. Tampoco lo tuvo en materia de fortalecimiento de sus capacidades institucionales ni de la hacienda pública. Así la transición ha tenido como efecto el debilitamiento del Ejecutivo sin, al mismo tiempo, haber fortalecido al Estado.

UNA HISTORIA DE CONTINUIDADES

Puede entonces documentarse una historia de transformaciones. Pero más allá de la transición y de reconocer los profundos cambios que tornan inapropiada e incluso absurda la afirmación de que en materia política México sigue siendo el mismo que hace cien años, lo cierto es que también se pueden comprobar continuidades y no precisamente de las buenas o virtuosas.

El régimen posrevolucionario resolvió exitosamente muchos de los problemas políticos que aquejaron a la nación en sus primeros cien años de vida independiente: el problema de la sucesión, el de la dispersión y el reparto del poder, el de la participación ordenada, el de la legitimidad. Produjo estabilidad y gobernabilidad. Fue una estabilidad lograda a base de cambios; a base de la gran flexibilidad que mostraron las élites políticas que, a diferencia de las del porfiriato, supieron ir cediendo porciones del poder cuando ya resultaba indispensable o irremediable. Fue, empero, una gobernabilidad autoritaria o cuando menos no democrática. Una gobernabilidad basada en lo que cien años antes Molina Enríquez señalara: la combinación de facultades plenamente legales y facultades discrecionales.

La transición resolvió otros problemas: la iniquidad de la competencia, la concentración del poder en un solo partido, la discrecionalidad de las decisiones, la opacidad en los asuntos de gobierno, la ausencia total de rendición de cuentas.

Pero la transición y la alternancia levantaron expectativas que no se cumplieron y produjeron nuevos problemas para los que, habida cuenta de los resultados, puede decirse, México no estaba preparado.

Mostraron todo aquello de lo que no se ocuparon los constructores del régimen posrevolucionario porque no lo valoraron, porque su resolución no se juzgó apremiante o porque los ciudadanos no lo reclamaron con la fuerza y determinación con que exigieron la apertura de las vías de acceso al poder. Cosas de las que tampoco se ha ocupado la generación política de la transición.

Ni el régimen surgido de la Revolución ni el sistema democrático y plural al que se ha transitado se ocuparon mayormente y con algún éxito comprobable de la justicia y la legalidad, de las condiciones e instrumentos para el ejercicio de los derechos fundamentales, del clientelismo y de los privilegios, de la impunidad. Hasta el momento la alternancia ha dejado pendientes estas asignaturas. ¿Por qué? Porque bien visto se hizo una reforma política pero no una reforma del poder.

Lo “peor” de la alternancia fue poner en evidencia las continuidades malas. Fue mostrar que la distribución del poder cambió pero la práctica política no tanto; que los políticos entre los que se reparte el poder son más y de distinta procedencia pero que no están hechos al modo democrático; que los privilegios adquiridos —los legales y los no legales— no se combatirían; que el clientelismo nos cala hasta los huesos; que la ilegalidad es un buen negocio; que los poderes fácticos se acomodaron y resultaron fortalecidos.

La idea es que durante la transición mexicana a la democracia las instituciones políticas formales experimentaron una gran transformación. El espacio de la política se volvió más público de lo que era en términos de representación. La transición amplió no sólo el número de partidos sino también el espectro ideológico de los mismos. Las sucesivas reformas abolieron algunos privilegios políticos, en particular el privilegio de un solo partido a ocupar los puestos públicos, el del presidente a nombrar a su sucesor, el del partido del presidente a decidir las políticas públicas. El enriquecimiento del espacio público por la pluralización de las estructuras del poder es innegable como también lo es la expansión de los derechos, la creación de órganos desconcentrados y autónomos que han avanzado en la protección de esos derechos y, muy notablemente, la mayor libertad de expresión.

Puede decirse que aún hay espacio para transformar los poderes formales pero no puede desconocerse que la distribución del poder político responde al principio democrático de un ciudadano un voto, que en la definición de las políticas públicas intervienen todas las fuerzas políticas con representación y que los límites institucionales al poder presidencial son efectivos.

Lo que no puede constatarse son cambios de la misma envergadura en los poderes fácticos. El espacio público en México sigue cercado por el poder de grupos que sin ninguna investidura, representación o delegación democrática tienen el poder para imponer o modificar decisiones que afectan el interés público. Muchos de estos poderes “transitaron la transición” intocados e intocables.

Tampoco existen cambios en las capacidades institucionales que muy poco se han ampliado. Mucho menos en la cultura de la legalidad: la de los políticos y la de los ciudadanos. En realidad las dos cosas van juntas. No hay sociedades corruptas con gobiernos limpios ni sociedades limpias con gobernantes corruptos. Ambos crean una simbiosis que en el corto plazo arroja beneficios mutuos pero en el largo, como podemos constatar, suponen estancamiento.

El problema de nuestra transición es que no se ha hecho cargo de que la calidad de la democracia depende de la calidad del Estado y de los ciudadanos y ésta presenta déficits enormes. La transición a la democracia y la alternancia pusieron en evidencia un abanico de vicios que se resisten a morir o que en el mejor de los casos, como los virus, mutan pero no desaparecen.

Eliminado el sistema de partido hegemónico persistió el vicio de la unanimidad: la idea de que una ley o decisión debe concitar la aprobación de todos y no sólo de la mayoría para ser legítima. Al menos la idea de que una ley aprobada por unanimidad es mejor y más legítima que una ley que no lo es. Este vicio que induce a “subir a todos al carro” encarece enormemente las negociaciones y no pocas veces desfigura los propósitos de una iniciativa hasta dejarla irreconocible. No se acepta la regla básica de la democracia, la regla de una mayoría cuyo único límite es no atropellar los derechos fundamentales y salvaguardar los derechos de las minorías.

Al vicio de la unanimidad lo acompaña el vicio de los derechos adquiridos que se quiere disfrazar de revolucionario y democrático pero que en cambio es conservador. No importa si las condiciones son otras, si ya no hay justificación para mantener una norma, si se va en detrimento de un sistema más claro y transparente o si hay nueva evidencia para cambiar el statu quo. Lo que se otorgó no se puede quitar porque eso es despojar, saquear, expropiar. Este vicio ataca lo mismo a la política que a la economía: ahí está la no reelección, el ambulantaje, la edad de jubilación, las exenciones fiscales, las concesiones o la cláusula de exclusión sindical. En realidad se confunden los derechos con los privilegios. Estos últimos, verdaderas concesiones especiales o, incluso, inmunidades en el sentido de “estatus que sitúa a una persona o cuerpo más allá de la ley”.

El tercero es el vicio del proteccionismo. Está bien otorgar condiciones favorables o conceder un periodo de gracia a los partidos, empresas, instituciones educativas, patentes o avances tecnológicos mientras crecen y se desarrollan pero, pasado cierto tiempo, tienen que ser capaces de competir sin esa protección. La protección atenta contra la competencia, acaba por ser ineficiente, milita en contra del consumidor —ya sea de bienes políticos o económicos— y provoca el estancamiento. México sabe bien de este vicio. En México se sigue protegiendo a los líderes sindicales de la disidencia, a los gobernantes de la ciudadanía, a los empresarios de otros empresarios, a los partidos de los ciudadanos.

A ellos se une el vicio del rentismo. Vivimos y nos gusta vivir de las rentas: sindicales, contractuales, petroleras, tarifarias, monetarias. La renta toma diferentes formas. La obvia es la renta monopólica que deriva de las barreras a la entrada a un sector o actividad económica. Pero hay otros tipos de renta como las que disfrutan los trabajadores sindicalizados de sobresueldos o empleos superfluos pactados en los contratos colectivos, rentas que derivan del “coyotaje” practicado por las burocracias gubernamentales y rentas extraídas por el cobro de comisiones.

Más que buscar ganancias legítimas seguimos buscando rentas. Prevalece la idea de extraer valor no a través de la productividad, de un descubrimiento o del trabajo sino a través de la renta que deriva de un recurso natural, de una concesión, de un privilegio, una tarifa preferencial o un contrato colectivo. Todas éstas legales porque fueron otorgadas por la autoridad, pero a ellas se unen las ilegales que también producen rentas cuantiosas: el crimen, la evasión de la ley, el cabildeo, la captura de organismos regulatorios, la corrupción.

También tenemos y mantenemos el vicio del decretismo. La idea de que las cosas cambian radicalmente como consecuencia de decretar una ley, de que la realidad se transforma y se adapta a la ley por el solo efecto de ser promulgada. Así, multiplicamos los derechos en la Constitución, instauramos órganos autónomos, endurecemos los castigos, hacemos proliferar comisiones de investigación y elaboramos leyes de vanguardia. Se olvida que, como decía Cosío Villegas, “el mexicano posee un enorme talento para idear y redactar leyes y un ingenio inagotable para violar las leyes que inventa”. Quizá este vicio es el que explica las más de 500 reformas a la Constitución en menos de cien años.

Finalmente, nos sigue acompañando el vicio del juicio ideológico que a pesar de vivir en democracia y pluralidad no logra ser sustituido por la virtud del debate razonado. Demasiado a menudo la discusión pública —incluida la parlamentaria— y la toma de decisiones se zanja a través de la descalificación ideológica y la glorificación del pasado sin importar las consecuencias.

Estos vicios que gozan de plena salud, confluyen en todo asunto de la política mexicana y mucho más que el marco institucional se constituyen en obstáculos para el cambio y para un ejercicio democrático del poder.

EPÍLOGO: LAS LECCIONES DE HOY

El siglo XX abrió sin derechos políticos: sin partidos ni elecciones competidas, sin libertad de asociación y participación ni libertad de prensa. Cierra con partidos competitivos, elecciones competidas y con los principales derechos asociados a la democracia bien asentados.

Abrió con un Ejecutivo fuerte pero autoritario y cierra con un Ejecutivo democrático pero débil. Comenzó con una economía pujante y termina en pleno estancamiento. Comenzó con paz pública y acaba asediado por la inseguridad. Sobre todo nació con un gran consenso entre las élites y cierra sin él.

No se trata de volver al crecimiento económico y a la pax porfiriana logrados a base de imposición, concentración del poder y eliminación de derechos y libertades. Se trata de tener esos mismos bienes sin los costos asociados al autoritarismo, a la exclusión y la represión. No es rocket science. Muchos países combinan la democracia con ejecutivos fuertes, crecimiento económico, justicia social y seguridad. Ninguno de estos problemas es irresoluble. Son producto de la indefinición o la negativa de la élite —económica y política— a alinearse en el propósito común de trabajar, gobernar y legislar para la prosperidad. En particular, de la clase gobernante a dar el paso de la pluralidad improductiva a la diversidad eficaz.

Así las cosas, los would be revolucionarios de hoy podrían hacer una lectura de nuestros males y aprender —como los revolucionarios de inicios del siglo XX— algunas lecciones. Esta vez producto de siete décadas de monopartidismo y poco más de dos de pluralidad. A partir de ellas podrían poner manos a la obra y construir en la práctica un régimen distinto y aprender, ya que vivimos en la era de la globalización, no sólo de nuestra historia sino también de la de los otros.

Propongo seis lecciones a aprender.



Primera lección



La democracia no es necesariamente eficaz. Una cosa es que las políticas para el crecimiento se tengan que resolver en democracia y otra que la democracia produzca políticas que conduzcan al progreso. Los gobiernos que emanan de elecciones democráticas pueden ser: ineficientes e incapaces, corruptos e irresponsables, cortos de miras y dominados por intereses particulares. Se dio por sentado que el fin del dominio del PRI traería en automático una etapa en la que las políticas consensuadas produjeran políticas públicas que respondieran mejor al “interés público” entendidas como aquellas que alientan el crecimiento económico, servicios públicos universales y de calidad, más justicia social, menor corrupción y sobre todo nuevas formas del ejercicio del poder.



Segunda lección



La ecuación de la democracia tiene dos lados. Conlleva y exige no sólo la representación plural sino la cooperación entre los integrantes de esa pluralidad, no sólo la autonomía de los estados sino su responsabilidad, no sólo la clara delimitación entre las facultades de las ramas de gobierno sino su colaboración, no sólo el establecimiento de nuevas reglas de la competencia sino la disposición a respetarlas, no sólo la creación de órganos autónomos sino el compromiso de no capturarlos y acogerse a sus decisiones. Pusimos en práctica los primeros pero no los segundos.



Tercera lección



La democracia tiene mayor oportunidad de sobrevivir mientras más elevado sea el PIB per cápita. La discusión sobre la relación entre economía y política no ha sido resuelta. Pero algo sabemos. Sabemos que la mayor parte de los hoy países prósperos comenzaron garantizando los derechos económicos y sabemos también que la probabilidad de que las democracias sobrevivan y se consoliden está relacionada con el grado de desarrollo económico de las naciones y con la prevalencia del Estado de derecho.

Más que el arreglo político que define la forma de gobierno (la política comparada da cuenta de sistemas parlamentarios exitosos y desastrosos, presidencialismos prósperos y ruinosos, multipartidismos productivos e ineficaces, gobiernos unificados que toman buenas o malas decisiones, gobiernos divididos en pleitos paralizantes y capaces de llegar a acuerdos) son las instituciones económicas y legales las que modelan la conducta de las élites y de los ciudadanos.

Por eso habría que apostar a aquellas reformas que lleven al crecimiento económico y al fortalecimiento de la legalidad. Son las dos vías más seguras para acabar con los déficits sociales y con ello con posibles tentaciones de reversión al autoritarismo.



Cuarta lección



Ninguna forma de gobierno o arreglo político es a prueba de los hombres que pueblan sus instituciones. Las instituciones pueden diseñarse con todo cuidado y con toda precisión, pero siempre son habitadas y operadas por un pequeño universo de personas designadas por un universo mayor de personas que los eligen directa o indirectamente. Si no se actúa sobre ellos, sobre sus usos y costumbres, difícilmente las instituciones podrán desplegar su potencial. De aquí la necesidad de ampliar las capacidades democráticas de gobernantes y gobernados.



Quinta lección



El consenso entre las élites es indispensable. Con espacio para su perfeccionamiento México tiene un arreglo institucional democrático y funcional, lo que no se ve son las ganas de mover las voluntades política y social hacia un objetivo común. El peor de los problemas es la ausencia de un consenso para dar tregua a los conflictos políticos y hacer un pacto social sobre bases nuevas que tengan un propósito común: crear riqueza.



Sexta lección



Los privilegios ahogan el progreso. La estabilidad lograda no ha sido ajena a las dádivas y concesiones. Se creó lo que hace muchos años se llamó la república del subsidio y junto con ella la república de los privilegios. Los años de estabilidad pactada a base de cooptación por la vía de concesiones están resultando inadmisiblemente costosos. Seguimos siendo un país de fueros y privilegios y no uno de igualdad ante la ley.



Si el México del siglo XIX fue el país de los conflictos intestinos y la vulnerabilidad externa y el siglo XX de la institucionalidad y la estabilidad, la interrogación es qué país será en el siglo XXI. Por lo pronto el 2010 amanece ambivalente. La frustración con la democracia es inocultable. No hay, por fortuna, o al menos no explícitamente, nostalgia del pasado autoritario. Hasta el momento hemos estado dispuestos a soportar las ineficiencias y vivir con los pleitos de una clase gobernante que aun en momentos de crisis no se resuelve a dar el salto. Pero ¿hasta cuándo?

Sobre la crisis se han montado profecías y augurios de un nuevo levantamiento. Se habla de una crisis que combina aspectos políticos, económicos y sociales. Todos son innegables. Los rezagos sociales son tales que se registran 40 millones de pobres. La economía sólo creció 1% en promedio en los últimos 20 años. Las instituciones políticas y quienes están a su cargo sufren de un descrédito cada vez mayor.

Más allá de que los estallidos sociales son casi imposibles de prever, hay grandes diferencias en las condiciones que prevalecían en el México de 1810 y de 1910. Una de las más relevantes es que hoy existe un marco institucional aceptado por la gran mayoría de la población y de las élites, capaz de procesar los conflictos y de ser utilizado productivamente. El verdadero riesgo del 2010 está en no sentar las bases para el progreso futuro.

En esta época que tanto se habla de una nueva revolución se antoja una que no se ha intentado: una revolución de valores y comportamientos. Una revolución que cambie lo que hace cien años Antonio Díaz Soto y Gama llamaba “el ser nacional”. Éste incluye por igual a los distintos sectores: los políticos y los ciudadanos, los empresarios y los trabajadores, el campo y la ciudad, la burocracia y sus usuarios. La formación de una ciudadanía activa con derechos y obligaciones nunca ha figurado entre las prioridades de las élites: ni de las del porfiriato, ni de las de la era posrevolucionaria, ni de las de la transición. Como escribió Montesquieu: “cuando se quieren alterar las costumbres y maneras no cabe hacerlo por medio de las leyes”. Así es, la transformación de los ciudadanos no puede, a la manera de las leyes, decretarse.

Pero sí puede construirse. Las inercias pueden romperse. El futuro ni está predeterminado ni tiene que ser sombrío. No estamos condenados ni al subdesarrollo, ni a la incompetencia, ni a la corrupción, ni a la impunidad. Puede obedecer a lo que queramos. No tiene que ser producto de enfrentamientos. Puede ser producto de avenencias.

No hay que olvidar que a los héroes de hoy los recordamos por haber roto con el pasado y por haber construido un futuro distinto. Se pueden crear nuevos héroes: aquellos que rompan con las continuidades malas y los vicios reseñados. Tenemos ya una lógica común —actuar en democracia—, falta un credo compartido.
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